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1.RESUMEN EJECUTIVO

El 2022 fue el año en que Chile caminó por el borde del precipicio hasta el 4 de 
septiembre. Ese día la ciudadanía decidió alejarse del abismo institucional que 
se había redactado en la Convención Constitucional, rechazando la propuesta 
de nueva Constitución por una abrumante mayoría de 62%.

Uno de los más lúcidos analistas que siguió este proceso fue Sergio Muñoz Ri-
veros, quien fue uno de los expositores del Seminario de Coyuntura de Libertad 
y Desarrollo del año pasado, una instancia donde dos veces al año reflexionamos 
sobre economía y política con nuestros suscriptores.

En esa oportunidad, Muñoz, analista político, académico y periodista que en su 
juventud militó en el Partido Comunista y vivió en el exilio, examinó los facto-
res que llevaron a ese masivo rechazo al texto propuesto, de cómo continuará el 
camino constituyente y el devenir del gobierno del Presidente Boric. Y concluye 
haciendo un llamado a los partidos políticos para que dejen atrás el populismo 
y defiendan la democracia. 

En este documento compartimos las reflexiones de un analista independiente 
que, con franqueza y tesón, hace un llamado a no caer en "enfermedades que no 
existen", como es la necesidad de una nueva Constitución.
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2. DISCURSO

Como consecuencia del largo extravío político derivado 
de la revuelta de 2019, el país llegó a una situación de 
incalculables riesgos en 2022. El experimento de la Con-
vención Constitucional y el proyecto de nueva Consti-
tución allí elaborado configuraron la más grave amenaza 
de nuestra historia a la continuidad del Estado nación, 
la integridad territorial de Chile y la supervivencia de 
la democracia representativa. Todo ello, con el respaldo 
del gobierno del presidente Gabriel Boric, que asumió 
en marzo de 2022. En realidad, el país estuvo al borde 
del barranco. 

En el límite, se produjo la vigorosa reacción ciudadana 
que permitió rechazar el proyecto refundacional en el 
plebiscito del 4 de septiembre. Fue, en rigor, una reac-
ción en legítima defensa. La mayoría de los ciudadanos 
percibió que estaban en juego asuntos vitales para el 

futuro del país, en primer lugar, la posibilidad de que 
Chile fuera dividido en tantas naciones como etnias re-
conocidas. Era parte de un diseño de reingeniería que 
nunca estuvo concebido como la construcción de una 
Constitución de unidad nacional, que favoreciera el 
perfeccionamiento de la democracia, sino como una 
plataforma apropiada para el empeño de las izquierdas 
asociadas de copar las instituciones.

Álvaro García Linera, ex vicepresidente de Bolivia, es-
tuvo en Chile después del plebiscito y lamentó el resul-
tado. Él, al igual que Evo Morales, deseaba para Chile 
la Constitución de las izquierdas asociadas porque, 
probablemente, imaginaban que, con sus amigos en 
el poder, se iba a debilitar el Estado unitario hasta un 
punto crítico, con el consiguiente retroceso geopolíti-
co de nuestro país. Basta con mencionar este aspecto 
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para medir la envergadura del peligro que enfrentamos.

El Rechazo trajo un explicable alivio a la sociedad. La 
eventual aprobación del proyecto respaldado por el 
Frente Amplio, el PC, el PS, el PPD y otros grupos ha-
bría significado un dislocamiento político, económico 
y social de vastos alcances. Los sectores más radicales lo 
habrían interpretado como un respaldo total a sus as-
piraciones de establecer un marco institucional de ino-
cultable raíz autoritaria. El Rechazo fue, pues, un claro 
triunfo democrático. Es cierto que ningún grupo pue-
de apropiarse del triunfo del 4 de septiembre, pero a su 
materialización contribuyeron sectores concretos, y es 
justo reconocer que el aporte de las diversas corrientes 
de derecha y centroderecha fue determinante. También 
lo fue la contribución de amplios sectores de centro y 
centroizquierda, cuya expresión más destacada fue el 
movimiento Amarillos por Chile. Fueron múltiples las 
voces del Rechazo, expresión de esa amplia mayoría que 
aprecia el país que tenemos, valora lo construido, desea 
cambios que mejoren las cosas, rechaza las aventuras du-
dosas. Es, sin duda, una corriente que puede ayudar a la 
regeneración de la cultura democrática.

Extrañamente, pasado el plebiscito, los partidos de cen-
troderecha parece que se preocuparon sobre todo de 
que los derrotados no se deprimieran, o como si tuvie-
ran que rendir examen de “progresismo” ante el país. 
No hay explicación para el apresuramiento de acudir 
al llamado de Boric de abrir inmediatas conversaciones 
para garantizar lo que él llamó “la continuidad del pro-
ceso constituyente”. Lo más sano para el país habría sido 
esperar los efectos políticos del plebiscito. Habría sido 
provechoso que el mandatario y los partidos oficialistas 
tuvieran un tiempo para reflexionar sobre lo ocurrido y 
también, puede decirse así, para “masticar la derrota”.   

Al convocar a las negociaciones, el propósito de La Mo-
neda fue tapar su fracaso y restar trascendencia al Re-
chazo. Pero, también, buscó borrar las huellas digitales 
en el proyecto rechazado. Nunca antes, un Presidente 

de la República estuvo dispuesto a respaldar un proyec-
to que cuestionaba la unidad de la nación y aceptaba la 
creación de “autonomías territoriales indígenas” como 
parte de la malhadada plurinacionalidad. Eso, en térmi-
nos históricos, no se borrará con una maniobra palaciega.

El oficialismo jugó con cartas marcadas, y los opositores 
lo aceptaron. Si se trataba de continuar el debate cons-
titucional, la UDI, RN y Evopoli pudieron proponer 
que el Gobierno enviara una propuesta formal al Con-
greso, y que allí se produjeran las decisiones. Pero, eso 
exigía convencimiento respecto de la necesidad de no 
repetir lo peor del proceso anterior, que fue la cesión 
de la potestad constitucional del Congreso y la elección 
en la práctica de un segundo parlamento. Qué inmenso 
fue el error de noviembre de 2019 y qué desastrosos sus 
efectos. 

la posibilidad de que Chile fuera 
dividido en tantas naciones como 
etnias reconocidas Era parte 
de un diseño de reingeniería que 
nunca estuvo concebido como la 
construcción de una Constitución 
de unidad nacional, que 
favoreciera el perfeccionamiento 
de la democracia, sino como una 
plataforma apropiada para 
el empeño de las izquierdas 
asociadas de copar las 
instituciones
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El 12 de diciembre de 2022 fue firmado el acuerdo para 
realizar un segundo proceso constituyente. Compro-
mete a los partidos con representación parlamentaria, 
excepto Republicanos y el PDG. La parte medular son 
12 puntos sobre las bases constitucionales que no po-
drán transgredirse en el proceso. Allí se sintetiza, por 
contraste, la dimensión de las aberraciones que incluía 
el proyecto de la Convención que apoyó el oficialismo. 
Ahora, los partidos gobiernistas aceptan que “Chile 
es una República democrática, cuya soberanía reside 
en el pueblo”, o que “el Estado de Chile es unitario y 
descentralizado”, o que “la Constitución reconoce a los 
pueblos indígenas como parte de la nación chilena, que 
es una e indivisible”. Es positivo, a la luz de lo que el 
oficialismo avaló en septiembre, pero esos 12 puntos no 
plantean grandes novedades respecto de los principios 
establecidos en el capítulo “Bases de la institucionali-
dad” de la Constitución vigente.

El acuerdo planteó la creación de un complejo siste-
ma de toma de decisiones que incluye: 1. Un Consejo 
Constitucional de 50 miembros, los que deberían ser 
elegidos en abril próximo según el esquema de las cir-
cunscripciones senatoriales; 2. Una Comisión de Ex-
pertos de 24 integrantes, designados por el Congreso, y 
que tendrá la misión de redactar un nuevo proyecto de 
Constitución; 3. Un Comité Técnico de Admisibilidad, 
de 14 personas, que actuará cómo órgano de supervi-
sión de los contenidos que se propongan.
 
Todo depende ahora de la reforma constitucional que 
deberá discutir el Congreso, y sería ilusorio pensar que 
allí habrá un trámite sencillo. De partida, los partidos 
que no firmaron el acuerdo tienen las manos libres para 
proponer modificaciones y para rechazar lo que no les 
gusta, pero, además, no han demorado en expresarse los 
desacuerdos y críticas dentro de los partidos firmantes. 
Un ejemplo de probables desacuerdos es la afirmación 
de que, en el Consejo Constitucional, debe haber pari-
dad de género de entrada y de salida. Se puede entender 
“de entrada”, o sea, igual número de hombres y mujeres 

en las candidaturas. Pero, ¿cómo entender la paridad de 
salida? Solo como “corrección” de los resultados. O sea, 
de nuevo la pésima práctica de meter la mano a la urna.

Será el Congreso el encargado de habilitar legalmente 
el proceso. El Congreso, además, designará 24 exper-
tos. Es, a todas luces, el progenitor de la nueva criatura, 
como lo fue de la anterior. Sin embargo, nadie entiende 
por qué no se hizo cargo completamente del proceso, 
por qué vuelve a ceder su potestad constituyente y acep-
ta ahora la elección de “otro Senado” cuando el actual 
tiene plena legitimidad. Es extravagante que se diga que 
todo esto es para que el Congreso se dedique a legislar. 
¿Qué podría ser más importante que tomar en sus ma-
nos el resguardo y el perfeccionamiento de las normas 
democráticas? El Senado, en particular, que estuvo a 
punto de desaparecer por decisión de la Convención, 
pudo haber ejercido plenamente sus facultades y haber-
se convertido en la sede del diálogo y los acuerdos. No 

Es extravagante que se diga que 
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se dedique a legislar. ¿Qué podría 
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lo hizo. Álvaro Elizalde, socialista, actual presidente del 
Senado, se conformó con un punto de prensa por aquí, 
alguna declaración por allá, en calidad de vocero de los 
partidos. Y sucede que encabeza, junto al presidente de 
la Cámara, un poder del Estado.

Surgen aquí algunas preguntas elementales: ¿cómo 
explicar los escarceos de la clase política en torno a la 
Constitución? ¿Por qué el país debe ser sometido a estas 
pruebas de resistencia y de paciencia respecto del orden 
constitucional? No hay respuestas limpias al respecto. 
Chile no tiene un problema de funcionamiento de las 
normas y procedimientos del régimen democrático. El 
Estado de Derecho tiene bases sólidas. Y lo principal: 
tenemos una Constitución que resiste cualquier evalua-
ción de solvencia democrática, lo cual está asociado a 
las reformas de 30 años. Quienes han tratado de negar 
eso, en los hechos han buscado negar los acuerdos de la 
transición y oscurecer el hecho de que el progreso eco-
nómico y social alcanzado por Chile tuvo como soporte 
la Constitución reformada. Esa fue la base de la paz in-
terna, la estabilidad y la gobernabilidad.

Y entonces, ¿por qué la compulsión constituyente? 
¿por qué el afán de buscar un remedio para una enfer-
medad que no existe? Se trata de deslegitimar el camino 
hecho por Chile luego del plebiscito de 1988, cuando 
el triunfo del NO representó, de hecho y de derecho, 
el pacto que puso las bases de la apertura política y la 
transición. Las primeras reformas constitucionales, en 
julio de 1989, reafirmaron ese acuerdo, y las primeras 
elecciones en diciembre del mismo año terminaron de 
consolidarlo. Esa fue la vía fructífera del reencuentro 
nacional y del progreso. Las reformas del 2005, impul-
sadas por el Presidente Lagos, fueron un punto alto en 
la acumulación de reformas. ¿Qué faltó entonces? Un 
plebiscito, que diera sustento ciudadano a lo resuelto 
por el Congreso.

Hasta el 2014, todos los gobiernos propusieron en-
miendas específicas. Solo entonces, Michelle Bachelet, 

por segunda vez en la Presidencia, propuso reemplazar 
la Constitución que llevaba la firma de Lagos. Nunca 
lo explicó suficientemente, pero ese fue el momento en 
que ella decidió enterrar la Concertación y crear otro 
bloque, esta vez incorporando al PC y, lateralmente, a 
los líderes del naciente FA, cuya bandera de individua-
ción era convocar a una asamblea constituyente y ela-
borar otra Constitución. Entre 2014 y 2018, Bachelet 
nunca propuso una iniciativa legal en esta materia. Se 
limitó a convocar a un período de asambleas y cabildos 
sin base legal. En los días finales de su mandato, entregó 
al Congreso un proyecto elaborado por personas de su 
confianza.

Chile no tenía un problema constitucional en marzo de 
2018, cuando Bachelet entregó el mando a Sebastián Pi-
ñera por segunda vez. Y tampoco lo tenía en septiembre 
de 2019. Hemos llegado, pues, al punto neurálgico: la 

tenemos una Constitución que resiste 
cualquier evaluación de solvencia 
democrática, lo cual está asociado a 
las reformas de 30 años. Quienes han 
tratado de negar eso, en los hechos 
han buscado negar los acuerdos de 
la transición y oscurecer el hecho de 
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revuelta antidemocrática del 18 de octubre de ese año. 
Allí está la génesis de los malentendidos, las confusio-
nes, los miedos y los acomodos oportunistas que crea-
ron un cuadro en que Chile estuvo a punto descarrilar-
se. Por desgracia, la mayoría del país, sobre todo debido 
a la debilidad de los liderazgos democráticos, no perci-
bió claramente la naturaleza de lo ocurrido entonces. 

El estallido no fue social. Fue una asonada antidemo-
crática, y está pendiente el conocimiento completo del 
plan y las fuerzas que se confabularon para provocar 
el mayor daño posible, desatar el caos, alentar el quie-
bre del orden institucional y derrocar al gobierno del 
presidente Piñera. Nunca había pasado el país por una 
experiencia siquiera parecida. En algún momento, ten-
dremos que saberlo todo, incluidos los alcances de la 
intromisión extranjera.

Desgraciadamente, la lectura “social” de la violencia, la 
destrucción y el pillaje, casi unánime en el mundo polí-
tico y en los medios de comunicación, terminó dando 
una explicación falsa de las calamidades que cayeron so-
bre la sociedad y terminaron pavimentando la fórmula 
engañosa y distractiva de reemplazar la Constitución. El 
error del presidente Piñera de haber optado por esa vía, 
justo en el momento en que lo único que correspondía 
era sostener el Estado de Derecho, tuvo un altísimo cos-
to. Y aquí estamos todavía, pendientes de la obsesión 
constitucionalista que, en los hechos, ha erosionado la 
democracia.

¿Qué viene ahora? No hay fundamentos para los entu-
siasmos excesivos. Recordemos cuántas expresiones su-
perlativas se escucharon en noviembre de 2019 después 
del primer acuerdo. Se habló entonces de un despertar 
histórico, y luego lo mismo cuando se instaló la Con-
vención, en julio de 2021. Esperemos que la discusión 
en el Congreso y la materialización del nuevo proceso 
no implique nuevos desajustes en nuestra convivencia 
por efectos de otra oleada demagógica. Hay un explicable 
cansancio en el país y las urgencias son claramente otras. 

No sabemos cómo actuará el Gobierno en un año con 
dificultades de todo orden y, al que se agrega el plan de 
conmemoración de los 50 años del golpe de Estado. 
Esto solo puede despertar preocupación, mayor aho-
ra con un nuevo plebiscito programado para fines de 
2023. Por desgracia, ya hay suficientes antecedentes 
acerca del espíritu partisano del mandatario y sus cerca-
nos. Sería deplorable que una conmemoración que de-
manda sobriedad y respeto por los dolores del pasado, 
se convirtiera en un plan dirigido a reeditar las viejas di-
visiones para obtener ganancias menguadas. Sería com-
pletamente absurdo un intento por dividir a los chile-
nos entre allendistas y pinochetistas 50 años después.

¿Qué esperar del gobierno de Boric? Son demasiado 
contradictorias las señales. No hay una hoja de ruta cla-
ra. Lleva 9 meses de gestión y cuesta imaginar el tiempo 
que resta. No hace falta ser economista para afirmar que 
no se divisa la racionalidad de impulsar una reforma tri-
butaria en tiempos de recesión. La reforma previsional, 

Sería deplorable que una 
conmemoración que demanda 
sobriedad y respeto por 
los dolores del pasado, 
se convirtiera en un plan 
dirigido a reeditar las viejas 
divisiones para obtener 
ganancias menguadas. Sería 
completamente absurdo 
un intento por dividir a los 
chilenos entre allendistas y 
pinochetistas 50 años después
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que debería tener como norte el mejoramiento real de 
las pensiones, parece concentrada en el empeño por es-
tatizar la administración de los fondos previsionales. En 
La Moneda, hay un gobierno precario, y lo deseable es 
que no cometa desatinos que provoquen una crisis ins-
titucional. Ojalá, los ministros de Hacienda y del Inte-
rior tengan alguna conciencia de ello.

Necesitamos una política de genuina raíz republicana, 
que se comprometa a fondo con el interés colectivo. En 
este sentido, los partidos de la centroderecha necesitan 
preguntarse qué quieren representar en la vida del país, 
lo que exige revisar sus prioridades, métodos y lenguaje. 
En no pocos momentos, han dado la impresión de no 
sentir la responsabilidad de sostener la institucionalidad 
democrática, o de estar maniatados por ciertos comple-
jos. No deberían esquivar ningún debate.

Distraídos por los juegos constitucionales, los líderes 
políticos, casi sin excepción, han perdido de vista el bos-
que. O sea, a Chile. De ese modo, no ven que el proble-
ma mayor de esta hora es el profundo deterioro de las 
condiciones de seguridad pública, expresada como in-
cremento de los delitos violentos en la capital y las gran-
des ciudades, vandalismo en torno a establecimientos de 
enseñanza, presencia visible del crimen organizado, de-
bilitamiento de los controles fronterizos, inmigración 
desbordada en el norte, bandolerismo y terrorismo en el 
sur. Es un cuadro de emergencia nacional, frente al cual 
ha habido cegueras y negligencias inexcusables. Hay, 
como sabemos, zonas del territorio nacional que están 
fuera del control del Estado. Es urgente que los tres po-
deres del Estado coordinen sus esfuerzos para poner en 
tensión todos los recursos públicos en una misión que 
exige liderazgos, equipos, colaboración de la comuni-
dad, y que requiere, forzosamente, fortalecer el papel de 
las FF.AA. y las policías. 

 
El año que viene planteará un gran reto social por efec-
tos de la recesión. Han crecido la pobreza, la margina-
lidad, la deserción escolar y otras expresiones del re-
troceso experimentado por el país, y del cual no podrá 
recuperarse si la política sigue prisionera del populismo 
y del carrerismo de quienes ocupan cargos de represen-
tación. No pocas de nuestras desgracias se explican por 
la debilidad que ha habido, a derecha e izquierda, para 
defender con energía los valores democráticos, rechazar 
la violencia, oponerse a las corrientes populistas de di-
verso signo. El país necesita crecer, y al mismo tiempo, 
alentar la cohesión social. Los frutos del crecimiento de-
ben llegar a todos.

En los últimos años han abundado las manifestaciones 
de desánimo y escepticismo. Es comprensible, pero no 
nos sirve como sociedad. El pesimismo, como decía 
Churchill, es una pérdida de tiempo. Es necesario ba-
tallar. Y no perder de vista que tenemos un gran país. 
Lo probó al resistir la ofensiva golpista de 2019 y la 
aventura refundacional de 2022. Lo probó también al 
enfrentar la emergencia sanitaria causada por la pan-
demia, y auxiliar a los sectores más afectados por sus 
efectos sociales. No es poco decir. Chile tiene visibles 
fortalezas culturales, institucionales y económicas que 
le han permitido superar esas y otras pruebas. Puede 
superar las dif icultades actuales, derivadas principal-
mente de los devaneos refundacionales. Puede volver 
a progresar. Hay un país de emprendedores, creadores 
y constructores en todos los terrenos, un país que tra-
baja duro para mejorar lo que tenemos. Esa es la mayor 
fortaleza. 

En los tiempos que vienen, la clave de todo será defen-
der la cultura de la libertad y reforzar el Estado de Dere-
cho. La democracia necesita defensores resueltos.


